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CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  CASACIÓN N.° 850-2025 
  HUANCAVELICA 

Casación fundada y extensión del recurso. 
Motivación de resoluciones judiciales en 
medidas coercitivas   

La prisión preventiva deviene en una 
medida de carácter excepcional, para cuya 
evaluación se exige ―entre otros 
presupuestos― la concurrencia de una 
sospecha grave y fundada, sustentada en 
cargos concretos que definan con claridad 
lo penalmente relevante y en medios de 
investigación acopiados en el requerimiento 
fiscal que permitan desprender una alta 
probabilidad de que el delito imputado se 
acreditó y que de modo vehemente se 
revele la vinculación del imputado con el 
delito atribuido. Para su fundabilidad e 
imposición por parte del órgano 
jurisdiccional ―y posterior confirmatoria―, 
requiere de una motivación estricta 
(motivación reforzada).  
De ahí que, aun cuando se haya invocado 
el principio de progresividad a fin de justificar 
actualmente los defectos de la imputación y 
sus elementos de convicción, lo cierto es 
que ―como se precisó anteriormente― el 
deber de motivación de las resoluciones 
implica una justificación razonable y lógica, 
más allá de la sola mención de principios a 
través de los cuales se pretenda justificar la 
subsistencia de la medida coercitiva. 
Finalmente, corresponde en el presente 
caso, la aplicación del artículo 408, numeral 
1 del CPP. 

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, treinta de junio de dos mil veintiséis  

VISTOS: en audiencia pública, los 

recursos de casación interpuestos por las defensas técnicas de los 

procesados Vitmer Alfredo Cueto Murillo1, Hoover Quispe Ramos2, 

Ronal Riveros Carhuapoma3, Eden Florencio Ibáñez Zorrilla4 y Miguel 

Ángel Quispe Chauca5 contra el auto de vista, del 28 de enero de 

 

1 Foja 750 del cuaderno de casación.  
2 Foja 774 del cuaderno de casación. 
3 Foja 812 del cuaderno de casación. 
4 Foja 876 del cuaderno de casación. 
5 Foja 914 del cuaderno de casación. 
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20256, emitido por la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte 

Superior de Justicia de Huancavelica, que confirmó el auto de 

primera instancia, del 12 de diciembre de 20247, que declaró 

fundado el requerimiento de prisión preventiva por el plazo de treinta 

y seis meses contra los recurrentes, en el proceso que se les sigue 

como coautores del delito de organización criminal y por la comisión 

del delito contra la Administración pública en la modalidad de 

colusión agravada, en perjuicio del Estado; con lo demás que 

contiene. 

Intervino como ponente el señor juez supremo PEÑA FARFÁN.  

ATENDIENDO 

Primero. De las actuaciones procesales en primera y segunda 

instancia  

1.1. El representante de la Primera Fiscalía Provincial Corporativa 

Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios de 

Huancavelica formuló requerimiento de prisión preventiva por el 

plazo de treinta y seis meses8 en contra de Edén Florencio Ibáñez 

Zorrilla, Vitmer Alfredo Cueto Murillo, Miguel Ángel Quispe 

Chauca, Hoover Quispe Ramos, Yuliza Huamani Coca, Ronal 

Riveros Carhuapoma, Carlos Pérez Huarcaya, Raúl Rubén Paytan 

Espinoza, Marcos de la Cruz Ulloa, Limaco Zócimo Benito 

Huamán y Estefani Karin Izarra Casavilca, en el marco del 

proceso penal que se les sigue por la presunta comisión de los 

delitos de organización criminal y colusión agravada, en 

perjuicio del Estado.  

 

6 Foja 681 del cuaderno de casación. 
7 Foja 283 del cuaderno de casación. 
8 Foja 3 del cuaderno de casación. 



 

 

 

                                                         

3 
 

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  CASACIÓN N.° 850-2025 
  HUANCAVELICA 

1.2. Realizada la audiencia correspondiente, el Segundo Juzgado de 

Investigación Preparatoria de la Corte Suprior de Justicia de 

Huancavelica emitió la Resolución n.º 169, del 12 de diciembre 

de 2024, que declaró fundado10 el citado requerimiento en el 

extremo relacionado con Edén Florencio Ibáñez Zorrilla, Miguel 

Ángel Quispe Chauca, Vitmer Alfredo Cueto Murillo, Hoover 

Quispe Ramos, Ronal Riveros Carhuapoma y Yuliza Huamani 

Coca; y, por otro lado, infundado el extremo relacionado con 

Carlos Pérez Huarcaya, Raúl Rubén Paytan Espinoza, Estefani 

Karin Izarra Casavilca, Marcos de la Cruz Ulloa y Limaco Zócimo 

Benito Huamán, sobre quienes impuso mandato de 

comparecencia con restricciones y caución económica.  

1.3. Una vez impugnado el auto de primera instancia, la Primera Sala 

Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Huancavelica resolvió, a través de la Resolución n.º 2511, del 28 

de enero de 2025, lo siguiente: (i) declarar infundados los 

recursos de apelación de Edén Florencio Ibáñez Zorrilla, Miguel 

Ángel Quispe Chauca, Hoover Quispe Ramos, Vitmer Alfredo 

Cueto Murillo, Ronal Riveros Carhuapoma y Yuliza Huamani Coca 

(confirmando este extremo); (ii) declarar fundados los recursos 

de apelación de Limaco Zócimo Benito Huamán, Carlos Pérez 

Huarcaya, Raúl Rubén Paytan Espinoza, Estefani Karin Izarra 

Casavilca y Marcos de la Cruz Ulloa (reformando el extremo del 

monto impuesto en caución económica); (iii) exhortar al juez del 

Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria a dar 

cumplimiento a las disposiciones normativas procesales; y (iv) 

remitir copias ante la Autoridad Nacional de Control del 

 

9 Foja 283 del cuaderno de casación. 
10 Fojas 484-487 del cuaderno de casación. 
11 Foja 681 del cuaderno de casación. 
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Ministerio Público y la Fiscalía Superior Penal por las actuaciones 

desarrolladas por la fiscal adjunta del presente proceso12.   

1.4. Emitido el auto de vista, las defensas técnicas de los procesados 

Vitmer Alfredo Cueto Murillo13, Hoover Quispe Ramos14, Ronal 

Riveros Carhuapoma15, Eden Florencio Ibáñez Zorrilla16 y Miguel 

Ángel Quispe Chauca17 interpusieron recursos de casación, los 

cuales fueron declarados bien concedidos mediante Resolución 

n.° 30, del 20 de febrero de 202518, y se ordenó elevar los 

actuados a la Corte Suprema de Justicia de la República. 

Segundo. Trámite del recurso de casación 

2.1. Elevado el expediente a esta Sala Penal Suprema, se señaló 

fecha para la calificación del recurso de casación. En ese 

sentido, mediante auto del 31 de julio de 202519, se declararon 

bien concedidos los recursos interpuestos por las defensas 

técnicas de los procesados Vitmer Alfredo Cueto Murillo20, 

Hoover Quispe Ramos21, Ronal Riveros Carhuapoma22, Eden 

Florencio Ibáñez Zorrilla23 y Miguel Ángel Quispe Chauca24.  

2.2. Instruidas las partes procesales sobre la admisión del recurso, 

conforme al cargo de entrega de cédula de notificación, se señaló 

como fecha para la audiencia de casación el 8 de junio de 202625.  

 

12 Fojas 740-742 del cuaderno de casación.  
13 Foja 750 del cuaderno de casación.  
14 Foja 774 del cuaderno de casación. 
15 Foja 812 del cuaderno de casación. 
16 Foja 876 del cuaderno de casación. 
17 Foja 914 del cuaderno de casación. 
18 Foja 929 del cuaderno de casación. 
19 Foja 441 del cuaderno de casación. 
20 Foja 750 del cuaderno de casación.  
21 Foja 774 del cuaderno de casación. 
22 Foja 812 del cuaderno de casación. 
23 Foja 876 del cuaderno de casación. 
24 Foja 914 del cuaderno de casación. 
25 Foja 968 del cuaderno de casación. 
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2.3. Instalada la audiencia, se desarrolló mediante el aplicativo 

Google Meet, con la presencia de las partes procesales. Una vez 

culminada, se produjo la deliberación de la causa en sesión 

secreta, en virtud de la cual, tras la votación respectiva, el 

estadio es el de expedir sentencia, cuya lectura en audiencia 

pública, a través del aplicativo tecnológico señalado, se 

efectuará con las partes que asistan, en concordancia con el 

artículo 431, numeral 4, del Código Procesal Penal (en adelante, 

CPP). 

Tercero. Motivos de la concesión del recurso de casación 

3.1. Mediante resolución del 31 de julio de 2025, este Tribunal Supremo 

concedió los recursos de casación propuestos por las defensas 

técnicas de los procesados Vitmer Alfredo Cueto Murillo26, Hoover 

Quispe Ramos27, Ronal Riveros Carhuapoma28, Eden Florencio 

Ibáñez Zorrilla29 y Miguel Ángel Quispe Chauca30, en razón de las 

causales previstas en los numerales 2 y 4 del artículo 429 del CPP, 

esto es, la emisión de un auto que incurre o deriva de la 

inobservancia de normas legales de carácter procesal sancionadas 

con la nulidad y la falta o manifiesta ilogicidad de la motivación.  

Cuarto. Agravios de los recursos de casación  

4.1. Del recurso formulado por Vitmer Alfredo Cueto Murillo31 

4.1.1. La defensa del recurrente formuló un recurso de casación 

excepcional, de conformidad con el artículo 427, numeral 4, del 

 

26 Foja 750 del cuaderno de casación.  
27 Foja 774 del cuaderno de casación. 
28 Foja 812 del cuaderno de casación. 
29 Foja 876 del cuaderno de casación. 
30 Foja 914 del cuaderno de casación. 
31 Foja 750 del cuaderno de casación. 
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CPP, a fin de que, vía doctrina jurisprudencial, se emita 

pronunciamiento sobre lo siguiente:  

(i) Si la imposición de la prisión preventiva al imputado puede 

considerarse legal, legitima y proporcional a pesar de haber sido 

advertidas por el mismo Ad Quem la ausencia (concurrencia) de fumus 

bunis iuris para la procedencia de prisión preventiva, (ii) podría ser 

posible imponer la prisión preventiva por el plazo de 36 meses a un 

imputado a pesar de advertir la ausencia de los elementos típicos del 

delito de organización criminal y (iii) puede el Ad Quem confirmar el 

auto de prisión preventiva aun cuando ha advertido la imparcialidad 

del Ad Quo y la comisión desde delito de prevaricato de derecho en la 

tramitación de la prisión preventiva. 

4.1.2. Así, la defensa argumentó que, en relación con el delito de 

organización criminal, no se advertía que la Fiscalía haya 

acreditado el elemento temporal al no haberse presentado órdenes 

de servicios, comprobantes de pago u otros documentos que 

permitan esclarecer que la presunta organización criminal se haya 

ejecutado desde enero de 2023 hasta noviembre de 2024. 

4.1.3. Además, en cuanto al delito de colusión agravada, 

sostuvo que la Fiscalía no había acreditado de manera 

fehaciente que los servicios contratados no se ejecutaron y que, 

si bien existían depósitos de sumas de dinero (transferencias de 

dinero), no bastaba con señalar que los servicios no se 

ejecutaron; máxime si se consideraba que la defensa técnica 

había presentado vistas fotográficas que ponían en duda si 

realmente se ejecutaron o no los servicios contratados. 

4.2. Del recurso formulado por Hoover Quispe Ramos32 

4.2.1. La defensa del recurrente formuló un recurso de casación 

excepcional, de conformidad con el artículo 427, numeral 4, del 

 

32 Foja 774 del cuaderno de casación. 



 

 

 

                                                         

7 
 

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  CASACIÓN N.° 850-2025 
  HUANCAVELICA 

CPP, y propuso que se determine, vía desarrollo de doctrina 

jurisprudencial, lo siguiente: 

Si (i) ¿es procedente que el juez de investigación preparatoria subsane o 

complemente las deficiencias del requerimiento de prisión preventiva 

formulado por el ministerio público? y (ii) ¿resulta viable disponer de una 

prisión preventiva bajo la imputación de organización criminal, 

amparándose en el carácter progresivo de la investigación, cuando no 

existen elementos de convicción suficiente que sustenten dicha 

imputación? 

4.2.2. Señaló que no se encuentra acreditada la existencia de 

una organización criminal conforme a los requisitos del artículo 

317 del Código Penal, pues el Ministerio Público no fundamentó 

adecuadamente los roles, las funciones específicas ni la 

temporalidad que configuren un grupo criminal estructurado con 

permanencia, jerarquía y reparto de tareas. Así, la tipología tres 

del delito de organización criminal exige la participación de 

líderes de distintos grupos criminales, aspecto no demostrado en 

autos. El requerimiento fiscal solo vincula al imputado Hoover 

Quispe Ramos con los hechos tres y cuatro, sin atribuirle 

participación en la creación, dirección o núcleo central del 

supuesto grupo criminal, desvirtuando así la correcta aplicación 

del tipo penal.  

4.3. Del recurso formulado por Ronal Riveros Carhuapoma33 

4.3.1. La defensa del recurrente formuló un recurso de casación 

excepcional, de conformidad con el artículo 427, numeral 4, del 

CPP, a fin de que este Supremo Tribunal desarrolle doctrina 

jurisprudencial vinculada con lo siguiente:  

¿El principio de progresividad, identificando deficiencias en la 

imputación de inocencia, puede validarse los presupuestos fumus boni 

 

33 Foja 812 del cuaderno de casación. 
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iuris?, (ii) ¿podría ser posible imponer la prisión preventiva por el plazo de 

36 meses a un imputado a pesar de advertir la ausencia de los 

elementos típicos del delito de organización criminal? y (iii) ¿Puede el 

Ad Quem confirmar el auto de prisión preventiva aun cuando advertido 

la imparcialidad del Ad Quo y la comisión del delito de prevaricato de 

derecho en la tramitación de la prisión preventiva? 

4.3.2. Para ello, sostuvo que la Sala Superior no sustentó de 

forma clara por qué, a pesar de señalar posibles vicios en el auto 

de prisión preventiva, decidió mantener su vigencia. Su falta de 

justificación debilitaría la solidez de la decisión y generaría dudas 

sobre su fundamento. 

4.3.3. Además, alegó que las pruebas relacionadas con las 

transferencias bancarias y los mensajes de celular por la 

aplicación de WhatsApp, que supuestamente justificarían la 

vinculación del recurrente, no fueron incorporadas mediante 

actos de contradicción. Por lo tanto, ello carece de un análisis 

crítico y vulnera el principio de inmediación y el derecho al 

contradictorio.   

4.4. Del recurso formulado por Eden Florencio Ibáñez Zorrilla34 

4.4.1. La defensa del recurrente formuló un recurso de casación 

excepcional, de conformidad con el artículo 427, numeral 4, del 

CPP, a fin de que este Supremo Tribunal determine, vía desarrollo 

de doctrina jurisprudencial lo siguiente: “¿Se puede justificar la 

usencia de elementos de convicción que acreditan un hecho 

enarbolando el principio de progresividad de la investigación?”. 

Ello debido a que existiría una distorsión del principio de 

progresividad de la investigación al emplearlo para justificar la 

ausencia de elementos esenciales del delito de organización 

criminal. 

 

34 Foja 876 del cuaderno de casación. 
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4.4.2. En ese sentido, indicó sobre el principio de progresividad 

como justificación para la imposición de una prisión preventiva lo 

siguiente: (i) que el auto de vista que confirmó la prisión 

preventiva incurre en graves vicios de motivación, en especial 

en su modalidad de motivación sustancialmente incongruente 

(incongruencia omisiva), y (ii) la defensa planteó agravios claros, 

pero la Sala Penal de Apelaciones no se pronunció sobre ellos, 

dejando de contestar cuestiones esenciales que afectaban 

directamente el derecho de defensa. 

4.4.3. Por ello, refirió que se habría vulnerado el derecho 

fundamental a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales y la tutela judicial efectiva, conforme lo ha establecido 

reiteradamente el Tribunal Constitucional. 

4.5. Del recurso formulado por Miguel Ángel Quispe Chauca35 

4.5.1. La defensa del recurrente formuló un recurso de casación 

excepcional, de conformidad con el artículo 427, numeral 4, del 

CPP, en relación con lo cual expresó la necesidad de que la 

Corte Suprema fije doctrina para:  

Precisar que las Salas Superiores, al resolver apelaciones contra prisiones 

preventivas, deben limitarse estrictamente a los puntos cuestionados por 

las partes (principio de limitación recursal), sin invocar hechos o 

argumentos no impugnados ni justificar la medida solo en la 

progresividad de la investigación si no existen suficientes y fundados 

elementos de convicción, garantizando así el respeto a la presunción 

de inocencia, el derecho de defensa y la seguridad jurídica. 

4.5.2. Por lo expuesto, alegó que la Sala reconoció 

expresamente que no existían graves y fundados elementos de 

convicción sobre la organización criminal (por ausencia del 

elemento estructural, temporal y funcional), pero 

 

35 Foja 914 del cuaderno de casación. 
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contradictoriamente confirmó la prisión preventiva invocando el 

principio de progresividad de la investigación, vulnerando así el 

deber de motivación reforzada, exigido por el artículo 268, 

numeral 1, del CPP. 

CONSIDERANDO 

I. Del recurso de casación  

Primero. El recurso de casación deviene en un medio impugnatorio 

de carácter extraordinario, en razón de las causas susceptibles de 

hacerse valer a través de su interposición (previstas en el artículo 429 

del CPP). Por lo tanto, este mecanismo es limitado y no de plena 

jurisdicción, tendiente a un ajuste de la legalidad de las decisiones 

judiciales que se adoptan en segunda instancia.  

En ese orden de ideas, se configura como un remedio dirigido a que, 

en determinadas resoluciones, se revise la aplicación que se hubiera 

hecho sobre las leyes materiales y procesales. 

Segundo. Así, a través del artículo 427 del CPP, se prevén dos 

modalidades de casación: la ordinaria y la excepcional. El primer 

supuesto hace referencia a determinados tipos de resoluciones 

recurribles, previstas en el artículo citado, y el segundo procede contra 

cualquier tipo de resolución, independientemente de las limitaciones 

que establece la normativa procesal, siempre que la defensa, además 

de justificar las causales invocadas (conforme al artículo 430, numeral 

3, del CPP), consigne adicionalmente las razones que justifican el 

desarrollo de la doctrina jurisprudencial que se pretende. 

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

Primero. En el presente asunto, el objeto materia de pronunciamiento 

se encuentra vinculado con la aplicación del principio de 
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progresividad de la investigación y la justificación de su empleo en la 

imposición de medidas coercitivas, específicamente de la prisión 

preventiva. Esto, debido a que ―como lo expusieron de forma 

coincidente las defensas técnicas de los procesados― la Sala de 

Apelaciones habría confirmado el auto de primera instancia pese a 

haber advertido serias deficiencias en torno a la imputación y los 

elementos de convicción que sustentarían los delitos atribuidos 

(organización criminal y colusión agravada). 

Segundo. En ese sentido, habrían arribado a dos conclusiones 

relevantes, tales como (i) que en aplicación del principio de 

progresividad la imputación fáctica no debía ser exigida con rigidez y 

(ii) que, aun al no haberse acreditado fehacientemente la 

inejecución de los servicios contratados mediante órdenes de 

servicio, existían transferencias de dinero a favor de terceros.  

Tercero. Este razonamiento, a tesis de los recurrentes, evidenciaría una 

motivación deficiente y contradictoria a fin de acreditar los 

elementos indispensables para la subsunción típica prevista en los 

artículos 317 (organización criminal) y 384 (colusión agravada) del 

Código Penal. Además de debilitar la justificación de la medida 

coercitiva, al no consolidarse de manera suficiente la sospecha grave 

respecto a la imputación atribuida y al omitir la debida aplicación de 

los principios y finalidades que la rigen. De ahí que los 

cuestionamientos expuestos se vincularían con las causales previstas 

en los numerales 2 y 4 del artículo 429 del CPP.  

Cuarto. Al respecto, es del caso precisar previamente ―conforme a 

pronunciamientos ya emitidos por este Supremo Tribunal36― que la 

 

36 Acuerdo Plenario n.º 1-2019/CJ-116; Apelación n.º 256-2022/Suprema, del 28 de 
diciembre de 2022; y Casaciones n.º 605-2022/Nacional, del 2 de mayo de 2023; n.° 
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prisión preventiva deviene en una medida de coerción personal 

excepcional, cuyo mandato exige ―entre otros presupuestos― la 

concurrencia de una sospecha fuerte o grave y fundada. Esto es, 

que, a partir de los medios de investigación acopiados en el 

requerimiento fiscal, valorados individual y conjuntamente, se 

desprenda una alta probabilidad de que el delito imputado se 

acreditó (apariencia de comisión del delito) y que de modo 

vehemente se revele la vinculación del imputado con el delito 

atribuido (sospecha fundada).  

Por ello, la prisión preventiva supone un cierto grado de desarrollo de 

la imputación que requiere (entre otros aspectos) de la existencia de 

un hecho constitutivo de infracción penal, cuyo análisis debe 

realizarse conforme a los criterios propios de la teoría de la 

imputación objetiva y subjetiva, sustentado en cargos concretos y 

que definan con claridad lo penalmente relevante37. 

Quinto. En esa línea jurisprudencial, el Acuerdo Plenario n.º 1-2019/CJ-

11638 indica específicamente en cuanto al juicio de imputación 

cuando se atribuye la comisión del delito de organización criminal 

que los jueces deben tener presentes los elementos típicos y, desde su 

adecuación, podrán dar por satisfecho este requisito legal referido al 

fumus comissi delicti (apariencia de comisión del delito). Su estándar 

de acreditación ―desde esta perspectiva― no puede relajarse e, 

incluso, la motivación del auto de prisión preventiva no puede obviar 

la lógica racional y proporcional que necesariamente debe 

incorporar en orden al juicio de imputación desde una sospecha 

fuerte o vehemente. 

 

197-2024/Nacional, del 3 de mayo de 2024, y n.° 50-2020/Tacna, del 3 de mayo de 
2021.  
37 Acuerdo Plenario n.º 1-2019/CJ-116, fundamento jurídico 27.  
38 Acuerdo Plenario n.º 1-2019/CJ-116, fundamento jurídico 28. 
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Sexto. Tal es el hecho que el Tribunal Constitucional ha resaltado la 

exigencia del derecho de motivación de las resoluciones judiciales 

para el dictado de la prisión preventiva o incluso su mantenimiento, 

que debe ser más estricta (motivación reforzada), pues solo de esa 

manera es posible despejar la ausencia de arbitrariedad en la 

decisión judicial39. 

Séptimo. Así pues, se observa en función del auto de vista emitido por 

la Sala de Apelaciones lo siguiente:  

7.1. En lo atinente al delito de organización criminal, el ad quem 

realizó un análisis sobre cada uno de los elementos o 

presupuestos que deberían concurrir a fin de establecer la 

presunta existencia de dicha organización. A foja 717, ítem 4.3, 

verificó el elemento personal, ya que del contenido de los 

hechos se evidenciaría la participación de más de tres personas.  

7.2. Seguidamente, descartó la concurrencia del elemento 

temporal40 (foja 717, ítem 4.4.), el elemento teleológico41 (foja 

719, ítem 4.8.), el elemento funcional42 (foja 719, ítem 4.9.) y el 

 

39 Sentencia n.º 784-2021, del 19 de agosto de 2021, recaída en el Expediente n.º 
02926-2019-PHC/TC. 
40 Foja 719. “4.6. […] no existe dato objetivo a través del cual este Tribunal Superior 
pueda evidenciar que existió el desarrollo de un proyecto o plan criminal que haya 
perdurado en el tiempo, máxime si de la data de los documentos descritos 
podemos observar la actuación de los investigados en relación a la emisión de 
ordenes de servicios los meses de mayo, julio y diciembre de 2023 y la ejecución de 
los pagos los meses de julio, setiembre y octubre de 2023, este escueto tiempo de 
operaciones presuntamente delictuales nos permiten afirmar que en' el presente 
caso, tampoco concurre el elemento temporal. […] 4.7. […] de los elementos de 
convicción postulados por el Ministerio Público hasta la fecha no se puede 
evidenciar la concurrencia del elemento temporal”. 
41 Foja 719. “4.8. […] elemento teleológico […] se desconoce la totalidad de los 
comprobantes de pago y órdenes de servicio emitidos por la Dirección Regional de 
Vivienda y Construcción que nos permita evidenciar y sobre todo verificar cual es el 
porcentaje de comprobantes de pago y órdenes de servicios que habrían sido 
materia de presuntos actos delictuales, en consecuencia, tampoco se advierte la 
concurrencia del referido elemento”. 
42 Foja 719. “4.9. Asimismo, en relación al elemento funcional […] este Colegiado 
Superior no verifica la descripción de un dato objetivo o elemento de convicción 
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enfoque criminológico y jurídico de la estructura43 (foja 721, ítem 

4.17.) debido a lo siguiente: 

i.   La falta de congruencia y claridad sobre la fecha en la que 

se habría gestado la organización criminal de acuerdo con 

la emisión de órdenes de servicio. 

ii. La inexistencia de un dato objetivo que permitiera verificar el 

apoderamiento de la cadena de valor de saneamiento, al 

desconocerse la totalidad de los comprobantes de pago y 

órdenes de servicio emitidos por la Dirección Regional de 

Vivienda y Construcción, que permitiera verificar cuál era el 

porcentaje de comprobantes de pago y órdenes de servicio 

que habrían sido materia de presuntos actos delictuales. 

iii. La ausencia de elemento de convicción a partir del cual se 

pudiera aparejar la existencia de un reparto de roles entre los 

investigados, habiéndose realizado una simple descripción 

de comportamientos.  

iv. Los elementos de convicción no permitían sustentar la 

existencia de una organización criminal de tipología tres o, 

incluso, identificar alguna otra tipología.  

7.3. En razón de estas falencias, la Sala de Apelaciones destacó 

constantemente el actuar negligente por parte del Ministerio 

Público al presentar un requerimiento deficiente (sin solvencia 

jurídica ni respaldo probatorio)44; así como del órgano 

 

que nos permita verificar que existió entre los investigados un reparto de roles, no 
basta con realizar una mera descripción de un supuesto comportamiento o 
materialización de un rol a una narrativa debe aparejarse el respectivo elemento 
de convicción que sustente lo alegado, en consecuencia, este Tribunal Superior 
tampoco verifica a la fecha el tal alegado elemento funcional”. 
43 Foja 721. “4.17. […] Estando a lo vertido a la fecha no es posible advertir la 
presencia de una estructura como elemento de una organización criminal”.  
44 Foja 722. “4.20. […] Resulta evidente la falta de conocimientos y experticia de la 
Fiscal Adjunta Provincial Ibeth Antezana Chahuayo, en la sustentación del 
requerimiento de prisión preventiva, quien no ha podido con solvencia jurídica y 
con respaldo probatorio lograr acreditar la existencia de una organización criminal, 
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jurisdiccional de primera instancia, por haber transgredido el 

principio de imparcialidad al valorar elementos de convicción 

que no obraban físicamente en el expediente45.  

7.4. En ese orden de ideas, la Sala de Apelaciones reconoció los 

defectos contenidos en el requerimiento de prisión preventiva 

para poder acreditar la existencia de una organización criminal. 

Empero, consideró prematuro en este estadio descartar toda 

posibilidad de la existencia de aquella, dado que la 

investigación penal se edificaría sobre el principio de 

progresividad, lo que implicaría una variabilidad de la 

incriminación dentro del proceso de investigación preparatoria46.  

 

[…] por tanto, es menester recomendar la reasignación de la presente investigación 
al fiscal provincial que corresponda”. 
45 Foja 721. “4.18. […] que si bien existen descritos fragmentos de las declaraciones 
en la resolución recurrida así como en el requerimiento de prisión preventiva, al no 
existir físicamente anexado al requerimiento de prisión preventiva este Colegiado 
Superior no puede verificar si lo expresado por el Ministerio Público se condice con 
lo realmente vertido por los aludidos coinvestigados y aspirantes a colaboración 
eficaz, verificando más bien que el A quo actuó transgrediendo el principio de 
imparcialidad, por lo que es necesario exhortar a dicho magistrado para que en lo 
sucesivo antes de realizar juicios de valor verifique si en el expediente obra los 
elementos de convicción que sustentan las alegaciones del representante del 
Ministerio Público”. 
46 Foja 722. “4.19. 4.19. […] es necesario señalar que la investigación penal se erige 
en el ‘principio de progresividad’, es así que, el caso de Hinostroza 39-2018-7, la Sala 
de Apelaciones de la Corte Nacional de Justicia Penal Especializada apoyado en 
la Casación Penal 1-2017, postula que este principio consiste en la variabilidad de la 
incriminación dentro del proceso de investigación preparatoria. […] es un principio 
interpretativo que dice que los derechos no se pueden limitar, por ende, a medida 
que las capacidades van aumentando, van evolucionando paulatinamente. Cabe 
señalar que la naturaleza de esta regla depende del campo al que se dirige y de la 
actividad a la que se aplica. Según el principio de progresividad de la 
investigación, los hechos son esclarecidos en el transcurso del proceso, deben ser 
precisados y determinados durante la etapa de investigación. Siendo éste, su 
finalidad. En consecuencia, para dilucidar proposiciones fácticas desde su inicio, no 
puede ser tan rígido, por ello, a pesar de las deficiencias contenidas en el 
requerimiento de prisión preventiva para poder acreditar la existencia de una 
organización criminal, sería prematuro en este estadio descartar toda posibilidad de 
la existencia de la misma, conclusión a la que arribamos a partir de la existencia de 
transferencias bancadas y mensajes de whatsapp que no acaecieron en un 
contexto de legalidad, constituyendo datos objetivos para desestimar las 
pretensiones de las defensas técnicas respecto a la carencia o falta de elementos 
de convicción y confirmar la recurrida en este extremo” (énfasis añadido). 



 

 

 

                                                         

16 
 

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  CASACIÓN N.° 850-2025 
  HUANCAVELICA 

7.5. Incluso, en lo relacionado con el delito de colusión agravada, se 

señaló como premisa inicial que este ilícito requería para su 

configuración (tipicidad objetiva) que el agente perjudique o 

defraude de modo efectivo el patrimonio del Estado y que, 

conforme a la imputación (relacionada con el pago de órdenes 

de servicio que no se ejecutaron), la fiscal a cargo no tuvo la 

suficiente diligencia para verificar o constatar la ejecución o no 

de los servicios supuestamente prestados. De modo que la 

Fiscalía no había logrado acreditar de manera fehaciente lo 

alegado. Sin embargo, se concluyó que, al advertirse el 

desplazamiento irregular de caudales del Estado a través de 

transferencias bancarias, se podía señalar meridianamente la 

existencia de una afectación patrimonial al erario público. 

Octavo. Estas circunstancias permiten advertir en cuanto a la 

motivación (que es lo que el recurso de casación valora) vicios en el 

razonamiento que no permiten expresar de forma clara y suficiente 

los motivos que componen y justifican la confirmatoria de la medida 

de prisión preventiva, específicamente en lo relativo al presupuesto 

procesal contenido en el artículo 268, primer párrafo, literal a), del 

CPP47.  

De ahí que se requiere y resulta necesario contar con una imputación 

clara, en razón de la cual los elementos de convicción que se 

aporten para analizar la viabilidad de la prisión preventiva puedan 

justificar y dar soporte sobre el alto grado de probabilidad de la 

materialización del ilícito; pues, de no contar con los elementos 
 

47 “Capítulo I: Los presupuestos de la prisión preventiva 
Artículo 268. Presupuestos materiales  
El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión preventiva, 
si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la concurrencia de los 
siguientes presupuestos: a) Que existen fundados y graves elementos de convicción 
para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado 
como autor o participe del mismo”.  
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necesarios, este presupuesto requerido en las medidas coercitivas se 

debilitaría.  

Noveno. Incluso, aun cuando se haya invocado el principio de 

progresividad a fin de justificar actualmente los defectos de la 

imputación y sus elementos de convicción (por ser una etapa 

temprana), lo cierto es que ―como se precisó anteriormente― el 

deber de motivación de las resoluciones implica una justificación 

razonable y lógica, más allá de la sola mención; pues, si bien el 

citado principio implica que, con el transcurrir del tiempo, la tesis fiscal 

podría reforzarse o debilitarse en función de los nuevos elementos que 

se aporten, no resta mérito a la exigencia de elementos que deben 

concurrir al momento del dictado de la prisión preventiva, dado que 

su análisis se realiza en función de lo aportado y recabado hasta ese 

momento48. 

Décimo. En consecuencia, los recursos de casación formulados por 

las defensas técnicas de los procesados deben estimarse, al 

vulnerarse las exigencias de los artículos 253, numeral 2, y 268 del CPP, 

así como de las pautas de suficiencia del deber de motivación, con 

lo cual se subsumió dentro de las causales contenidas en los 

numerales 2 y 4 del artículo 429 del CPP. Por lo tanto, dada la 

competencia de este Supremo Tribunal (estipulada en el artículo 433, 

numeral 1, del CPP), se deberá declarar la nulidad del auto de vista y 

que se lleve a cabo una nueva audiencia de apelación por otro 

Colegiado Superior, el cual deberá emplazar válidamente a todas las 

partes procesales para su concurrencia. 

 

 

48 Casación n.º 1071-2023/Piura, del 27 de febrero de 2024.  
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Undécimo. De la extensión del recurso  

Al respecto, la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior 

de Justicia de Huancavelica emitió auto de vista, que confirmó el 

mandato de prisión preventiva dictado por el plazo de treinta y seis 

meses en contra de Vitmer Alfredo Cueto Murillo, Hoover Quispe 

Ramos, Ronal Riveros Carhuapoma, Eden Florencio Ibáñez Zorrilla, 

Miguel Ángel Quispe Chauca y Yuliza Huamani Coca. Solo se 

admitieron a trámite los recursos de casación de Vitmer Alfredo Cueto 

Murillo, Hoover Quispe Ramos, Ronal Riveros Carhuapoma, Eden 

Florencio Ibáñez Zorrilla y Miguel Ángel Quispe Chauca; no obstante, 

el artículo 408, numeral 1, del CPP prevé que “cuando en un 

procedimiento hay coimputados, la impugnación de uno de ellos 

favorecerá a los demás, siempre que los motivos en que se funde no 

sean exclusivamente personales” (énfasis añadido). De ahí que los 

efectos de lo resuelto en la presente ejecutoria deban ser extensivos 

a Yuliza Huamani Coca.  

Duodécimo. De las costas del proceso  

Finalmente, en cuanto a las costas, es de aplicación el artículo 497, 

numeral 1, del CPP. No cabe su imposición por tratarse de una 

resolución interlocutoria. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos que integran la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República: 

I. DECLARARON FUNDADOS los recursos de casación interpuestos 

por las defensas técnicas de los procesados Vitmer Alfredo Cueto 
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Murillo49, Hoover Quispe Ramos50, Ronal Riveros Carhuapoma51, 

Eden Florencio Ibáñez Zorrilla52 y Miguel Ángel Quispe Chauca53 

contra el auto de vista, del 28 de enero de 202554, emitido por la 

Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 

Justicia de Huancavelica, que confirmó el auto de primera 

instancia, del 12 de diciembre de 202455, que declaró fundado el 

requerimiento de prisión preventiva por el plazo de treinta y seis 

meses contra los recurrentes, en el proceso que se les sigue 

como coautores del delito de organización criminal y por la 

comisión del delito contra la Administración pública en la 

modalidad de colusión agravada, en perjuicio del Estado; con lo 

demás que contiene. En consecuencia, CASARON el auto de 

vista en el extremo en que confirmó el mandato de prisión 

preventiva dictado en contra de Vitmer Alfredo Cueto Murillo56, 

Hoover Quispe Ramos57, Ronal Riveros Carhuapoma58, Eden 

Florencio Ibáñez Zorrilla59, Miguel Ángel Quispe Chauca60. 

Asimismo, EXTENDIERON la presente decisión en lo relativo a la 

procesada Yuliza Huamani Coca, respecto de quien también 

recae la medida coercitiva de prisión preventiva por el plazo de 

treinta y seis meses, confirmada por la Primera Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica.  

 

49 Foja 750 del cuaderno de casación.  
50 Foja 774 del cuaderno de casación. 
51 Foja 812 del cuaderno de casación. 
52 Foja 876 del cuaderno de casación. 
53 Foja 914 del cuaderno de casación. 
54 Foja 681 del cuaderno de casación. 
55 Foja 283 del cuaderno de casación. 
56 Foja 750 del cuaderno de casación.  
57 Foja 774 del cuaderno de casación. 
58 Foja 812 del cuaderno de casación. 
59 Foja 876 del cuaderno de casación. 
60 Foja 914 del cuaderno de casación. 
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II. ORDENARON que se lleve a cabo una nueva audiencia de 

apelación por otro Colegiado Superior, tras lo cual se emitirá el 

auto de vista correspondiente, teniendo en cuenta los alcances 

precisados en la presente ejecutoria suprema. SIN COSTAS. 

III. MANDARON que se notifique la presente resolución a los sujetos 

procesales apersonados en esta instancia.  

IV. DISPUSIERON que se lea esta sentencia en audiencia pública y, 

cumplido este trámite, se notifique inmediatamente y se 

publique en la página web del Poder Judicial, registrándose. 

Hágase saber a las partes procesales apersonadas en esta sede 

suprema. 

Intervino la señora jueza suprema Báscones Gómez Velásquez por 

licencia del señor juez supremo Luján Túpez.  

SS. 

PRADO SALDARRIAGA 

ALTABÁS KAJATT 

PEÑA FARFÁN 

BASCONES GÓMEZ VELÁSQUEZ 

MAITA DORREGARAY 

SPF/mntt      
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